UNA AGENDA CONTRA LA DESIGUALDAD


Si hay algo que caracteriza a la socialdemocracia es la lucha contra todo tipo de desigualdad, sea cual sea su origen. Para los socialistas, la igualdad es un valor medular, la palanca de nuestro compromiso, junto a la libertad y la solidaridad.

Asegurar a todos los ciudadanos unas condiciones de vida dignas es una prioridad que requiere que, al tiempo que luchamos contra la desigualdad, erradiquemos la pobreza y la exclusión social, realidades que en los dos últimos años han adquirido en nuestro país unas proporciones inaceptables para una sociedad que quiera llamarse decente. 
 
El reto que afrontamos es enorme. La crisis económica y financiera y la ofensiva de ajustes y recortes injustos e ineficaces emprendida por la derecha, están enquistando la desigualdad en nuestra estructura social. Así, al tiempo que las mujeres siguen recibiendo un trato desigual y persiste la discriminación, el sistema fiscal ha perdido progresividad, los abanicos salariales se han ensanchado de manera injustificada, y un gasto menos redistributivo ha ahondado las desigualdades de renta y riqueza. 

El indicador más dramático de esta realidad es el número de hogares con todos sus miembros activos desempleados: son uno de cada diez. En total, 1,9 millones de hogares. 

En el reverso de esta realidad, se ha producido también un notable enriquecimiento en ciertos sectores de población, que sortean con indeseable facilidad la obligación de contribuir. Entre los países desarrollados, España está en el grupo de aquellos en los que más ha aumentado la brecha económica. 

1. La discriminación social: un daño para todas y todos.

Además de por su género, las personas son discriminadas en función de su edad, origen, etnia, orientación sexual, identidad de género, capacidad o discapacidad. En sólo dos años se ha perdido una parte importante de los avances conseguidos durante tres décadas en el reconocimiento de la diversidad y de los derechos y garantías para la igualdad. Lejos de ser un lujo en tiempos difíciles, como pretexta la derecha, estos avances hoy diezmados son fundamentales para paliar los devastadores efectos que la crisis tiene sobre la igualdad de oportunidades de las personas. 
Convencidos de que la discriminación es un déficit de democracia, un mal que erosiona la convivencia social y política, los socialistas nos reafirmamos en nuestra histórica aspiración de erradicarla, sea cual sea su raíz. Por eso denunciamos que los recortes en políticas sociales emprendidos por el PP profundizan las situaciones de desigualdad que sufren muchas personas en nuestro país. Con la crisis como excusa, la derecha quiere imponer un modelo de sociedad que normaliza la desigualdad y convierte en indeseables a las personas diferentes, elimina sus oportunidades de integración e impide que podamos aprovechar su potencial para el desarrollo social y económico. Esto nos convierte en una sociedad más injusta, desigual y empobrecida.  


2. Desigualdad de género: una realidad persistente

El incremento de la desigualdad entre mujeres y hombres es un claro exponente de que la desigualdad no sólo nace, sino que, sobre todo, se hace. En España se ha disparado como consecuencia de las políticas económicas y sociales del PP. La apuesta ideológica de la derecha, que nunca ha tenido entre sus objetivos la igualdad entre hombres y mujeres, está produciendo ya efectos constatables. Un informe del Fondo Monetario Internacional revela que en materia de igualdad de género España ha descendido desde el undécimo lugar en el ranking mundial, que ocupaba en 2010, al puesto 30 en 2013. Dos años de Gobierno del PP han supuesto un retroceso de 20 peldaños en la escalera de la igualdad.



3.  Políticas para reducir las desigualdades económicas

3.1.- Medidas coyunturales para combatir la exclusión social 

Los socialistas queremos situar la lucha contra la pobreza y la exclusión social en el centro de la agenda política. Tenemos el compromiso de promover un amplio acuerdo social entre todas las instancias, públicas y privadas, con capacidad para aportar soluciones: gobiernos central y autonómicos, entidades locales y organizaciones sociales agrupadas en la plataforma del Tercer Sector. Vencer la pobreza ha de ser una gran causa prioritaria y colectiva, una causa de país.

Es urgente la creación de un Fondo de Emergencia contra la Pobreza y la Exclusión Social, dotado con mil millones de euros, para reforzar los mecanismos de atención directa a las personas y familias en situación de pobreza y exclusión social que realizan mayoritariamente los servicios sociales municipales y las organizaciones de acción social, así como contribuir a garantizar las rentas mínimas de inserción autonómicas. Dicho fondo será financiado incrementando los tipos del impuesto de Patrimonio de manera extraordinaria y temporal, en tanto en cuanto no opere un nuevo impuesto que integre la imposición de la renta y la riqueza. 

Pero es necesario adoptar otras medidas de carácter estructural. En primer lugar, invertir en la infancia. En este sentido, desarrollaremos una estrategia específica para la infancia en riesgo de vulnerabilidad para garantizar los derechos y condiciones de vida de niños y niñas.

En segundo lugar, debemos mejorar las estrategias de inclusión activa. Por ello nos comprometemos a abordar la formulación de una política de garantía de ingresos común en todo el Estado, vinculada a la activación para el empleo, que permita garantizar unos mínimos de subsistencia a todos los ciudadanos. Se trata, por un lado, de llevar a cabo una reordenación integral de las distintas prestaciones, con el objetivo de mejorar su cobertura, establecer con más claridad el ámbito de aplicación e introducir nuevos elementos de protección si fuera necesario. Y, por otro, es imprescindible coordinar las políticas de activación de empleo y de inserción sociolaboral.

3.2.- Medidas de política fiscal y tributaria

Proponemos una reforma fiscal profunda que corrija las carencias del sistema tributario, lo haga más justo, equitativo y sostenible. Una reforma que aumente la recaudación y proporcione los recursos necesarios para mantener el Estado del Bienestar. Estos son sus principios:

· Otorgar la máxima prioridad política a la lucha contra el fraude fiscal. Lo que se debe traducir en una Ley anual de Lucha contra el Fraude y la Elusión Fiscal, el endurecimiento de sanciones, la mejora de la medición del fraude y el aumento de los recursos materiales y humanos para su control. Igualmente, este compromiso implica la prohibición absoluta del recurso general o individualizado a la amnistía fiscal, que debe quedar reflejado en el marco de una reforma constitucional.
· Recuperación del impuesto de sucesiones y donaciones, con una recentralización de la capacidad normativa básica para impedir competencia en materia fiscal entre CC.AA.
· Integración de las rentas del trabajo, del capital y la valoración del patrimonio en una figura tributaria única, de forma homogénea, que permita gravar a cada contribuyente en base a su capacidad económica real para contribuir.
· Eliminación o reducción drástica de beneficios fiscales regresivos e ineficientes, como los asociados a la vivienda, que han contribuido a alimentar la burbuja inmobiliaria, y reforma de los incentivos para la inversión en planes de pensiones gestionados por entidades financieras de forma oligopolística. 
· Reforma y endurecimiento del régimen regulatorio de las SICAV, para evitar que sigan actuando como refugio fiscal de grandes fortunas individuales. 
· Reforma del régimen de tributación de las denominadas “rentas irregulares”. 
· Reforma en profundidad del Impuesto de Sociedades, eliminando privilegios fiscales y la mayoría de deducciones y exenciones que benefician sobre todo a las grandes empresas, e introduciendo temporalmente un impuesto mínimo compensable para las grandes empresas.
· Reforma y refuerzo de la contribución del sector financiero mediante la creación de un Impuesto de Transacciones Financieras a nivel Europeo, el reforzamiento de la contribución de las entidades de crédito al Fondo de Garantía de Depósitos; y/o la introducción de un impuesto específico sobre los depósitos bancarios.
3.3.- Medidas para limitar las retribuciones a los grandes directivos 

La evolución de las retribuciones a los consejeros y directivos muestra un aumento exponencial de sus sueldos en las últimas dos décadas y una tendencia hacia remuneraciones variables, llegando a constituir hasta el 90% de su sueldo. 

Este factor genera incentivos perversos y asimetrías de información, fallos de mercado importantes en la forma como se establecen las remuneraciones de los altos ejecutivos de grandes compañías, especialmente en las entidades financieras. Este riesgo justifica la necesidad de regular sus remuneraciones. Por ello defendemos:

· Alinear las remuneraciones de los directivos con los riesgos y la calidad de las inversiones.
· Imponer un ratio de 1:1 entre los sueldos base de los altos directivos y las remuneraciones variables. 
· Medidas de mayor transparencia y buen gobierno, con obligación de información detallada y desagregada a los accionistas y a la CNMV sobre todas las remuneraciones pagadas a los Directivos y Consejeros.
· Prohibir los blindajes empresariales desorbitados y los fichajes para el Consejo de Administración y alta Dirección.
· Obligación de publicar anualmente el ratio entre el sueldo de los más altos ejecutivos en relación al salario medio de la sociedad.
· Para el caso de las entidades financieras que han recibido ayudas públicas, que el Estado actúe a través de la Fiscalía para conseguir que los altos directivos y miembros del consejo de administración reintegren las retribuciones recibidas en concepto de blindaje, salarios diferidos, planes de pensiones, indemnizaciones u otras remuneraciones complementarias al salir de la entidad, durante los últimos cinco años.
· Limitar la retribución de los administradores y directivos en el caso de las entidades mayoritariamente participadas por el FROB a los salarios máximos regulados en la Ley General de Presupuestos del Estado que se aplican a funcionarios públicos y autoridades.
· Extender sin límite temporal la no percepción de retribuciones variables y beneficios discrecionales de pensiones a los administradores y directivos de todas las entidades que reciben apoyo financiero público.
· Desincentivar el peso excesivo de las stock options dentro del sistema de remuneración a ejecutivos, para lo que se propone que se elimine la consideración de retribución en especie y se asimilen al salario, de forma que coticen a la Seguridad Social con un tipo del 28%. 


3.4.- Medidas para romper la brecha salarial de género 

El PSOE considera necesaria una ley de igualdad salarial de mujeres y hombres que combata las discriminaciones directas e indirectas que provoca la actual brecha salarial. Esta ley debe: 
· Desarrollar instrumentos eficaces para combatir la discriminación salarial, 
· Reforzar la actuación de la Inspección de Trabajo y de Seguridad Social en este ámbito 
· Imponer la obligación empresarial de disponer de un registro actualizado en el que figuren, desagregadas por sexo, todas las retribuciones, cualquiera que sea su concepto, que perciben los trabajadores y trabajadoras de la empresa. 
· Incidir en la necesidad de garantizar la igualdad en el empleo y la formación 
· Combatir los efectos discriminatorios que generan los contratos a tiempo parcial y los temporales, así como las interrupciones de la vida laboral por motivos de cuidado en el salario, las prestaciones y las pensiones de las mujeres. 
· Ampliar las obligaciones respecto de la elaboración de diagnósticos y aprobación de Planes de Igualdad en las empresas, además de mejorar la regulación actual sobre su aplicación y seguimiento, para fortalecerlos. 
Avanzar en la promoción de las empresas que cumplan con sus obligaciones en esta materia, especialmente en sus relaciones con las administraciones públicas.



3.5. Medidas dirigidas a la activación de los desempleados. 

Subsidio de desempleo compatible con empleo o salario
Las políticas activas de empleo son una potente herramienta para dinamizar el mercado de trabajo, especialmente en situaciones de recesión. Aunque a veces se considera que estas políticas son medidas para ayudar a colectivos vulnerables al desempleo y facilitar su acceso o reintegro al mercado de trabajo, la experiencia de otros países muestra que hay toda una diversidad de políticas activas que pueden ayudar al conjunto de los desempleados de un país.
En una situación tan grave y delicada como la actual en términos de desempleo, la introducción de la figura del ‘desempleado-trabajador’ podría conducir a cambios favorables en el mercado de trabajo. Se trata de hacer compatible el subsidio por desempleo con el trabajo, en determinados casos. Esta figura permitiría que aquellos parados que encontraran trabajos a tiempo parcial y/o de baja remuneración no los rechazaran ni tuvieran incentivos para no declararlos, pudiendo ver complementado su sueldo mensual con una parte del subsidio. La posibilidad de combinar salario-subsidio ha sido un esquema utilizado con éxito en Reino Unido, Holanda y los países nórdicos. La ventaja para los desempleados es que mantendrían su nivel de ingresos mientras reactivan sus conexiones laborales y prolongan la duración de su prestación. 


4. Hacia un mayor equilibrio de las relaciones laborales

Defendemos y reivindicamos la función constitucional que cumplen los sindicatos en el gobierno de las relaciones de trabajo y la potencialidad de la negociación colectiva como factor de eficiencia, igualdad, redistribución de rentas y democracia en la empresa. Los socialistas entendemos necesario recomponer los equilibrios en las relaciones en el seno de las empresas que rompió la reforma laboral impuesta por el Gobierno del PP en 2012, y que ha otorgado una capacidad de decisión al empresario desmesurada, Asimismo, pensamos que hay que desarrollar mecanismos de participación en la empresa que contribuyan a construir un modelo de relaciones laborales más acorde con las necesidades productivas y sociales del país. Proponemos:

4.1.- Reforzamiento del papel sindical en las pequeñas y medianas empresas 

La representación sindical se ve dificultada en las empresas de reducido tamaño y en los sectores y actividades dominados por la precariedad, en cuyas relaciones laborales impera la desregulación de hecho. Defendemos que la representación de los trabajadores se lleve a cabo por los sindicatos más representativos del sector.
 
4.2.- Recuperación de la ultra actividad en los convenios colectivos 

La reforma laboral del PP ha dejado a miles de trabajadores sin convenio de referencia, por la eliminación de la cláusula de ultra actividad. Recuperemos el principio de que, salvo pacto en contrario, las cláusulas normativas de los convenios colectivos se prorrogarán hasta que se negocie uno nuevo, garantizando el equilibrio y la buena fe en la negociación y no la condición dominante de la posición empresarial. 

4.3.- Refuerzo del papel de la negociación colectiva en la corrección de las desigualdades

Es necesario mejorar la concreción de los instrumentos de igualdad previstos en la LO 3/2007 para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, con el objetivo de evitar retrocesos en la fijación de medidas a favor de la igualdad dentro de las empresas. Para lograrlo, proponemos una mejora normativa en las características y mínimos que han de cumplir tanto las empresas en materia de igualdad, como los instrumentos previstos para su desarrollo 


5. Medidas para avanzar en la igualdad de oportunidades

La igualdad forma parte indisoluble del proyecto político del PSOE. Es la esencia de nuestros modelos de democracia, económico, social, fiscal y territorial. Los socialistas tenemos un proyecto de convivencia para este país que pasa por garantizar la igualdad entre todas y todos, como fórmula imprescindible para garantizar el desarrollo social, político y económico y el bienestar social.

5.1.- Medidas para la igualdad de género
Para los socialistas, la plena ciudadanía de las mujeres es un objetivo irrenunciable. Por eso defendemos la libertad de las mujeres para decidir sobre su cuerpo y su vida, y combatimos con toda nuestra energía fenómenos como la violencia de género, la esclavitud y la explotación sexual; lacras que queremos erradicar definitivamente.
Queremos defender la igualdad en todos los ámbitos. En la Constitución, incorporando a su texto los avances conseguidos en estos últimos treinta años. En la Ley de Régimen Electoral y la Ley de Partidos, garantizando una representación igual de hombres y mujeres que esté presente también en los poderes públicos y en los organismos internacionales. 

Los socialistas creemos imprescindible trasladar este enfoque igualitario a todos los grandes debates sobre las salidas de la crisis, y nos ratificamos en la voluntad de llevar nuestro compromiso feminista a todos los retos de nuestro modelo de bienestar; trabajaremos por un modelo donde las responsabilidades estén repartidas entre el Estado y el conjunto de la familia, de modo que la maternidad y el cuidado no supongan un lastre para el desarrollo profesional y vital de las mujeres. 

5.2.- Medidas para la igualdad de trato y lucha contra las discriminaciones
El PSOE está comprometido con el reconocimiento de la ciudadanía plena y la garantía de derechos universales para todas las personas, como hemos demostrado siempre. Ahora, damos un paso más en la conquista de la igualdad efectiva proponiendo una Ley para la igualdad de trato y la no discriminación tutelada por una autoridad con capacidad de actuación. Asimismo, abogamos por una normativa que fomente la igualdad del colectivo LGTB, la revisión de la legislación para combatir los delitos de odio, así como propuestas para la igualdad de las personas con discapacidad, de las personas mayores y jóvenes, y de quienes pertenecen a la comunidad gitana o proceden de un país diferente al nuestro.

5.3.- Igualdad de acceso a los servicios públicos: Educación

La educación pública de calidad es el pilar de la igualdad de oportunidades y constituye un objetivo irrenunciable para los socialistas. Frente a esta concepción, la derecha ha desplegado una contrarreforma educativa que nos lleva hasta un modelo que facilita el acceso a la educación a quien la pueda pagar y segrega tempranamente a los niños y las niñas de acuerdo con sus resultados escolares; en suma: que aumenta la desigualdad. Al mismo tiempo, la reducción de las becas y el aumento indiscriminado de las tasas universitarias ha condenado a las familias trabajadoras y de clase media a una situación insostenible. 

Frente a esta involución, el PSOE reitera su compromiso histórico con la enseñanza pública igualadora, por lo que nos proponemos aumentar la inversión en educación hasta llegar al 6% del PIB. Entendemos que es una inversión imprescindible para recuperar el terreno perdido en estos dos años de contrarreformas. Además, los socialistas reiteramos la necesidad de hacer un especial esfuerzo inversor en la educación infantil. Las Administraciones deben garantizar plazas asequibles para todas las familias que lo requieran, y en especial las de la clase trabajadora y las clases medias, universalizando en la práctica la educación infantil.


5.4.- Igualdad de acceso a los servicios públicos: Sanidad 

La igualdad de oportunidades exige la financiación adecuada de los servicios públicos básicos y la garantía de su carácter universal. La derecha está socavando ambas dimensiones, con recortes en  sanidad y la introducción de una larga panoplia de copagos que afectan de momento a las medicinas, pero que en el futuro pueden extenderse al transporte sanitario no urgente, a la prestación ortoprotésica ambulatoria y los productos dietéticos. Estos copagos castigan especialmente a los sectores más vulnerables, es decir, a los pensionistas, los enfermos crónicos y los pacientes con enfermedades raras. Se retrocede en la universalización de la asistencia sanitaria, se recortan las prestaciones y se excluye a los más necesitados, con lo que las clases y grupos sociales con menor capacidad económica y de integración social pierden calidad de vida en relación con aquellos más integrados o que disfrutan de una mayor renta.

Los socialistas estamos convencidos de que es posible y sostenible una sanidad pública, universal, equitativa y de calidad, en un marco de amplia descentralización territorial, sin recortes ni copagos. Queremos recuperar la universalidad del Sistema Nacional de Salud, e incluir el derecho a la protección de la salud y la cobertura del sistema sanitario público como derecho cívico igual para todos los ciudadanos, en el capítulo de derechos fundamentales de la Constitución. Nuestro objetivo es invertir en sanidad pública un 7% de nuestro PIB, pero también adoptar medidas que nos permitan ganar en eficiencia y eficacia como la creación de un Instituto de Calidad y Excelencia Clínica, una Ley de buen gobierno y gestión del SNS y, paralelamente, reforzar la gobernanza del sistema, así como mejorar los instrumentos de cohesión.

5.5.- Igualdad de acceso a los servicios públicos: servicios sociales y dependencia

El PSOE ha liderado, en sus años de gobierno, la construcción del Sistema Público de Servicios Sociales como un nuevo sistema de protección social que completa el desarrollo del Estado de Bienestar en España, superando definitivamente tanto los conceptos de Beneficencia como de Asistencia Social. Nuestra intención ha sido trabajar para que el Sistema de Servicios Sociales se convirtiera en el Cuarto Pilar del Estado de Bienestar.

Los socialistas estamos comprometidos con el desarrollo de la Ley de Dependencia que el PP está desmantelando. Por ello, planteamos que en nuestra Constitución refleje como uno de los fundamentos del Estado Social este Cuarto Pilar del Estado de Bienestar. Ello nos permitirá elaborar un marco estatal de referencia que configure el Sistema Público de Servicios Sociales, estableciendo unas prestaciones comunes garantizadas para todos los ciudadanos, así como unos criterios básicos de calidad. 

5.6.- La igualdad en el acceso a la vivienda: garantizar el derecho a un techo

Para los socialistas es fundamental hacer efectivo el derecho a la vivienda que contempla nuestra Constitución. Todas las personas deben tener un techo digno bajo el que vivir. Abogamos por una política de vivienda integral, y por fomentar la provisión de viviendas de protección oficial en alquiler a precios asequibles, lo que requiere crear un gran parque público de viviendas de alquiler.

Asimismo, es preciso y urgente afrontar el drama social de los desahucios. En 2012, más de 30.000 familias perdieron su vivienda. Sólo en el primer trimestre de 2013, 10.074 familias han perdido su casa y se han iniciado 21.272 ejecuciones hipotecarias. Miles de familias se enfrentan ya a un sobreendeudamiento sobrevenido y no doloso, y seguirán siendo muchas más si no lo evitamos. 

Parar las ejecuciones, acabar con todos los desequilibrios y prácticas abusivas, fomentar la renegociación de las deudas con mediación pública, evitar que la pérdida de la vivienda arrastre  una deuda de por vida y crear un fondo social de gestión pública que permita atender el derecho a techo de los ciudadanos y ciudadanas que se vean privados de él, son nuestras principales alternativas para acabar con este drama social. 

5.7.- La igualdad en el acceso a la información

La información y el conocimiento son bienes públicos y valores esenciales para la igualdad de oportunidades. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información, producirla, transmitirla y convertirla en conocimiento. Así, defendemos la pluralidad de fuentes de información y de visiones de mundo exentas de sesgos discriminatorios, la formación de una opinión pública informada y el derecho a expresar la cultura en la lengua propia. 

Esto nos exige garantizar el efectivo, igualitario y plural derecho de todas las personas a los nuevos espacios de información y comunicación, proteger los derechos de los usuarios de estos espacios, y controlar y regular las actividades de producción, apropiación y recepción de la información y el conocimiento, entre otras, de las muchas y nuevas exigencias de política pública.
6. Conclusión
La desigualdad, en todas sus formas y manifestaciones, cualquiera que sea su origen, es incompatible con un orden social justo. Los socialistas proclamamos nuestra defensa irrenunciable de los valores de igualdad, libertad y solidaridad y reafirmamos nuestro compromiso de trabajar para garantizar su pervivencia, gravemente amenazada hoy por una derecha que ha hecho de la desigualdad su principal aliado para imponer su modelo ideológico, basado en el reparto privilegiado del poseer, del poder y del saber. 
Nadie como el PSOE ha sabido conjugar de forma armoniosa y efectiva los valores de libertad, igualdad y solidaridad. Sólo los socialistas hemos sido capaces de mantener siempre una alianza con el progreso y los cambios, de impulsar la justicia social desde la fundación del partido y de defender en todo momento la libertad, el pluralismo y la democracia. 
Perseveremos en este camino, conscientes del trabajo realizado, y sabedores del enorme reto que tenemos por delante. Despleguemos nuestra acción política en todos los frentes donde esté amenazada la igualdad, para garantizar que todos los ciudadanos y ciudadanas sean iguales ante la ley y no sufran discriminaciones, y dispongan de las mismas oportunidades para desarrollar su personalidad y sus planes de vida, en un contexto de igualdad de oportunidades que garantice el pleno funcionamiento democrático de nuestra sociedad. 
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